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EDITORIAL

“La receta de Correa es la misma que la de tantos otros populistas latinoamericanos. La pena es que sirve para reelegirse, no para volver próspero a un país”. 
Editorial de El Comercio La receta Correa / 21 de febrero del 2013

HUMOR PROFANO

¿DEBEMOS COMBATIR LA DESIGUALDAD O LA POBREZA? LOS GOBIERNOS SUBNACIONALES Y LAS ASOCIACIONES PÚBLICO-PRIVADAS

EL TÁBANO

Difícilmente esperanzador

Conflicto social 
en San Isidro

Luego de siete años, el gobierno de Correa tiene un saldo muy negativo para Ecuador.

E n estos días se cumplieron siete años 
desde que Rafael Correa llegó al po-
der. Según el presidente de Ecuador, 
en este tiempo su país “ha superado la 
desesperanza, ha recuperado la fe”. 

Vale la pena, sin embargo, analizar qué tantas 
razones tendrían los ecuatorianos para ser así 
de positivos sobre el futuro de su país luego de 
estos años.

Empecemos con cómo le ha ido a la democra-
cia. En el 2012 el Poder Judicial fue intervenido 
por el gobierno mediante la creación de un “con-
sejo de transición” integrado por miembros ele-
gidos en la práctica, según Human Rights Watch, 
por el propio presidente de la República. Este 
consejo reemplazó al Consejo de la Judicatura, 
un órgano independiente encargado de seleccio-
nar, destituir y ascender a los jueces.

Correa, asimismo, maneja al Parlamento. 
Gracias a su reforma constitucional, tiene el de-
recho de archivar por un año cualquier proyecto 
de ley que no sea de su agrado. Además, puede 
disolver el Congreso si considera que este obstru-
ye el plan nacional de desarrollo. Así, el Ejecutivo 

controla a sus anchas al Legislativo.
Correa, además, ha usado la consabida téc-

nica de varios autócratas para perpetuarse en 
el poder: como la Constitución se lo prohibía, 
la cambió.

El Gobierno Ecuatoriano, por otro lado, tam-
bién tuerce la ley para castigar a sus opositores. 
Según Human Rights Watch, en 
Ecuador se utilizan las leyes anti-
terrorismo para sancionar hasta 
con ocho años de cárcel a quienes 
marchan contra el gobierno, aun-
que sus protestas sean pacífi cas. 
Asimismo, el año pasado el Ejecu-
tivo emitió el controvertido Decreto 16, que per-
mite intervenir y disolver las asociaciones civiles 
que realicen actividades que le sean incómodas.

Correa, además, se ha preocupado por silen-
ciar al periodismo. Según la Sociedad Interame-
ricana de Prensa, su ley de medios sería “el revés 
más serio para la libertad de prensa y de expre-
sión en la historia reciente de América Latina”. 

En lo que va de su gobierno, Correa ha cerra-
do unos 20 medios críticos de su gestión, creó 

un consejo censor de la prensa, promulgó una 
ley que impide que durante época electoral los 
diarios publiquen artículos de opinión “tenden-
ciosos” y creó la ingeniosa fi gura legal del “lin-
chamiento mediático”, que habilita al Estado a 
sancionar a quien critique a funcionarios públi-
cos. Paralelamente, redistribuyó las frecuencias 

del espectro electromagnético pa-
ra callar a los canales incómodos. 
Además, según “The Economist”, 
del 2007 al 2012 Correa forzó a to-
dos los canales de televisión y ra-
dioemisoras a transmitir sus más 
de 1.300 mensajes publicitarios 

ofi cialistas. A esto hay que sumar que el presi-
dente de Ecuador no ha vacilado en premiar a los 
medios cercanos a su “revolución” con publici-
dad estatal y en atacar a los opositores iniciándo-
les procedimientos administrativos, laborales y 
judiciales (siendo quizá el caso más emblemáti-
co la persecución a tres directivos y un periodista 
de “El Universo” por publicar una columna que 
ofendió al presidente). Su secretario de Comuni-
cación justifi ca la actitud ofi cialista de persecu-

ción a la prensa de forma elocuente: “Un jardine-
ro debe podar todos los días la mala hierba”.

Finalmente, una vez que se les mira de cerca, 
ni siquiera los logros económicos del gobierno 
de Correa deberían ser tan celebrados. Es cierto 
que el país crece más que el promedio regional y 
que ha reducido la pobreza (aunque no tanto co-
mo ha sucedido en el Perú gracias a nuestro mo-
delo más abierto). Pero esta aparente prosperi-
dad no se ha generado de una manera sostenible, 
sino mediante la construcción de obras públicas 
y la entrega de subsidios asistencialistas que han 
sido posibles gracias a que, desde el 2006, los in-
gresos del gobierno se triplicaron por al alza del 
precio del petróleo. Una situación que hoy vuel-
ve dependiente a buena parte de la población y 
que, cuando termine, podría dar paso a un des-
calabramiento de la economía, pues el aparato 
productivo privado ha sido carcomido todos es-
tos años (de hecho, Ecuador es uno de los países 
que menos inversión extranjera recibe).

Este es el saldo de la “revolución” Correa. “Es-
peranzador” difícilmente es el califi cativo que 
mejor se le aplica. 

V iolentos enfrentamientos se produ-
jeron esta semana entre la policía 
nacional y el Frente de Defensa de 
los Intereses de San Isidro, en la ter-
cera semana de protestas contra la 

Municipalidad de Lima y el reordenamiento vial 
que viene realizando. Como se recuerda, el con-
fl icto social estalló cuando la Municipalidad de 
Lima decidió que la avenida Arequipa sería solo 
para transporte público, lo que desvía el trans-
porte privado a las calles sanisidrinas aledañas.

“Esta medida está afectando nuestra calidad 
de vida. ¡Exigimos que se respete nuestro dere-
cho a la consulta!”, exclamó indignada Choco 
García-Schoenherr, presidenta del mencionado 
frente de defensa. Ella y un centenar de poblado-
res del pujante distrito de San Isidro mantienen 
bloqueadas las principales vías de la zona de dis-
puta exigiendo que se solucione el problema.

¿ Estaría de acuerdo con obligar 
a los niños altos a caminar en-
corvados para que los bajos no 
se sientan mal por la diferencia 
de tamaño? ¿Le parecería bien 

obligar a los chicos que corren más rá-
pido a amarrarse un ladrillo a la pierna 
para que vayan a la misma velocidad que los 
más lentos? Sospecho que no. Y es que resulta-
ría muy injusto limitar las posibilidades de vida 
de una persona solo porque las otras no tienen 
la suerte de estar en su misma situación. 

Casi la mitad de la riqueza del mundo, según 
Oxfam, se concentra en el 1% de la población. 
Este dato, que circula con fuerza en estos días, 
es usado para denunciar una aparente situa-
ción de injusticia. Y también para reclamar que 
los gobiernos tomen acciones que supuesta-
mente servirían para combatir la desigualdad. 
Léase: mayores impuestos a los ricos, leyes la-
borales más rígidas, regulaciones empresaria-
les más limitantes, etc. Nos dicen que el mundo 
sería más justo si a los que logran correr más rá-
pido se los obliga a desacelerar la marcha.

El inconveniente de esto, sin embargo, no es 
solo que sería injusto que se prive a quien tiene 
éxito de las ganancias obtenidas con su esfuer-
zo o por su buena suerte (cabe aclarar que na-
die propone proteger al ladrón o al mercantilis-
ta). El problema también es que si se penaliza el 
triunfo, se destruyen las oportunidades de me-
jora de los menos afortunados. 

El último Índice de Libertad Económica del 
Instituto Fraser divide a los países en cuatro 
grupos, en función a cuánta intervención es-
tatal hay en el mercado. En el cuartil más libre, 
el 10% más pobre de la población tiene ingre-
sos que casi triplican los de su par del siguiente 
cuartil y que, a su vez, son diez veces mayores 

que los de su par del cuartil menos libre. 
La expectativa de vida de los ciudada-
nos de los países del cuartil más libre, 
además, es en promedio superior en casi 
veinte años que la de los del cuartil más 
pobre. Esto no debería sorprender, pues 
quienes logran producir más riqueza 

crean en el camino trabajos y productos que me-
joran la vida de su prójimo (y, además, los países 
más ricos tienen mayores recursos para ayudar a 
quienes no pueden valerse por sí solos).

Lo que realmente debería importarnos no es 
la desigualdad, sino si las personas mejoran su 
calidad de vida. Richard Epstein lo grafi ca bien 
con el siguiente ejemplo. En 1900 murieron 
aproximadamente 1.000 niños en Yorkshire, 
247 pertenecientes al estrato de menores in-
gresos y 94 al estrato más rico. Un ratio de 2,5 a 
1. Un siglo después, el ratio sigue siendo el mis-
mo. La tasa de mortalidad de niños pobres aun 
más que duplica la de niños ricos. La desigual-
dad se mantiene. Sin embargo, el dato real-
mente relevante es que la tasa de mortalidad de 
los pobres se redujo de 247 muertes por cada 
1.000 personas a 8. Y entre los ricos de 94 a 3.

La situación de los más desafortunados, 
además, viene mejorando considerablemen-
te en la mayor parte del mundo. En los últimos 
veinte años, la pobreza extrema global se ha 
reducido a la mitad (y donde aún se resiste a 
reducirse suele ser en países que se siguen ne-
gando a abrir sus economías). Si continuamos 
por esta senda, y con un poco de suerte, el Ban-
co Mundial estima que podríamos vivir en un 
mundo con 1% de pobres en el 2030.

Ahora, lo que hay que preguntarnos es: ¿Va-
le la pena sacrifi car un futuro con 1% de pobre-
za porque en el presente no toleramos que un 
1% tenga tanta riqueza?

S egún la ley, las asociaciones 
público-privadas (APP) de 
competencia nacional serán 
asignadas a Pro Inversión (PI) 
cuando el valor de inversión 

supere las 15 mil UIT, cuando sean mul-
tisectoriales o en casos en los que se trate 
de proyectos cuya conducción se haya solicitado 
por la entidad pública a PI. En el caso de las enti-
dades públicas correspondientes a los niveles de 
gobierno subnacionales (es decir, regionales o 
locales), las facultades del organismo promotor 
de la inversión privada se ejercen en forma direc-
ta a través del órgano del gobierno subnacional 
designado para tales efectos.

A la fecha solo han sido encargadas por go-
biernos regionales las irrigaciones de Olmos, 
Majes-Siguas y Chavimochic, no habiéndose da-
do ningún encargo por gobiernos municipales. 
Aparte de los anteriores, los gobiernos subnacio-
nales han realizado pocos procesos propios; solo 
recientemente el Gobierno Regional de Lamba-
yeque ha requerido asesoría técnica para un plan 
portuario y el gobierno municipal provincial de 
Piura lo ha hecho para el desarrollo de un termi-
nal terrestre. Por otro lado, los gobiernos regio-
nales de Áncash y Piura podrían tener interés en 
trabajar con Pro Inversión.

Una de las razones por las que los gobiernos 
subnacionales no tienen procesos propios es que 
las capacidades institucionales y de conocimien-
to de procesos APP son en general bajas, lo que 
lleva a que estos gobiernos no encarguen pro-
cesos a Pro Inversión. Esto se debe a que los go-
biernos subnacionales suelen tener solo “ideas” 
generales de proyectos (de hecho, hay inven-
tarios de estos), pero su nivel básico no alcanza 
para intentar hacerlos independientemente (ni 
incluso como encargo). En esta situación están 

la mayoría de los más de 1.800 gobiernos 
municipales. 

Otro de los motivos de que los gobier-
nos subnacionales no tengan procesos 
propios (y más común en los gobiernos 
regionales) es que en proyectos por deba-
jo de 15 mil UIT muchas veces estos pre-

fi eren conducir ellos mismos el proceso de obra 
pública o APP y no encargarlo a Pro Inversión. 
Las razones suelen ser políticas (por ejemplo, lo-
grar mérito propio frente a los votantes o no per-
der control político de la obra) o de simple des-
confi anza en un ente del gobierno nacional.

Ambas razones tienen que ver con limitaciones 
institucionales, económicas y políticas (capacida-
des, cultura, presupuesto, tecnología, intereses 
en confl icto, etc.) que no ayudan en la promoción 
de inversión de los gobiernos subnacionales. Sin 
embargo, Pro Inversión puede inducir el fomento 
de APP en regiones a través de convenios especí-
fi cos de asistencia técnica y de recibo de encargos 
con cualquier gobierno subnacional.

Con este fi n, en el 2013 Pro Inversión tomó ac-
ciones específi cas orientadas a aumentar los pro-
cesos APP en las regiones. Así, por ejemplo, se in-
crementó la planta técnica de funcionarios en las 
ofi cinas de Pro Inversión de Piura y Arequipa (que 
atienden a las macrorregiones norte y sur) –y se 
colocó a funcionarios en las ofi cinas del Centro de 
Servicios de Atención al Usuario del Ministerio de 
Economía y Finanzas (Conectamef) de Áncash y 
Pasco–. Para este año se tiene un plan de capacita-
ción en regiones, que incluye talleres con expertos 
internacionales provistos por el Banco Mundial. 
El objetivo de estas acciones es realizar un inten-
so trabajo con los gobiernos subnacionales en los 
próximos años promoviendo APP en el territorio 
del país y contribuyendo al aumento sostenido de 
la productividad de la economía peruana.

¿DEMOCRACIA?
Correa ha logrado 
controlar el Poder 

Judicial y el Legislativo 
y tiene amedrentada a la 

prensa.

- MARIO MOLINA - - EL TUNCHE -

Sobre el particular, la Municipalidad de Lima 
ha declarado que “la avenida Arequipa va” y que 
los pobladores no deben oponerse al progre-
so de la ciudad. Asimismo, Marco Arana, aliado 
político de la alcaldesa, ha denunciado desde su 
cuenta en Twitter la infi ltración de dirigentes ra-
dicales dentro de las protestas, y ha hecho un lla-
mado a la policía nacional y al ejército para que 
retomen el orden y hagan respetar el Estado de 
derecho en el mencionado distrito. Se espera la 
instalación de una mesa de diálogo con la Defen-
soría del Pueblo. 

El 1% Promover las APP


